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TESIS Y JURISPRUDENCIAS  
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se 
presentan, puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 
 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx# 
 
Al dar clic en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran, será redirigido en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 
  

1. Tesis: 2a./J. 103/2015 (10a.)  
TASA O TARIFA DE UN IMPUESTO. SU MODIFICACIÓN PUEDE IMPUGNARSE EN AMPARO, 
SIN QUE ELLO DÉ LUGAR A RECLAMAR LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL RESTO DE LOS 
ELEMENTOS DE AQUEL QUE HUBIERAN SIDO CONSENTIDOS.  
 

2. Tesis: XI.1o.A.T.53 A (10a.)  
VALOR AGREGADO. LA ENAJENACIÓN DE LA MEZCLA DE CAFÉ EN POLVO TRIBUTA 
CONFORME A LA TASA DEL 0% DEL IMPUESTO RELATIVO, POR NO ESTAR PREPARADA 
PARA SU CONSUMO.  

 
3. Tesis: 2a./J. 78/2015 (10a.)  

INFORMACIÓN DE OPERACIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 31-A DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN. NO PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO 
PROMOVIDO CONTRA LA APLICACIÓN DE DICHO PRECEPTO Y LAS REGLAS FISCALES 
RELACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN ÉL.  

 
4. Tesis: 2a. XCVII/2015 (10a.)  

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, ES DE 
NATURALEZA HETEROAPLICATIVA.  

 
5. Tesis: X.A.T. J/2 (10a.)  

PERSONAS MORALES PÚBLICAS. CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER JUICIO DE 
AMPARO CONTRA RESOLUCIONES DEL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, EN DEFENSA DE ACTOS EMITIDOS EN SU CARÁCTER DE AUTORIDAD.  

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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6. Tesis: XX.4o.1 A (10a.)  

NOTIFICACIONES POR OFICIO Y/O EDICTOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA. SURTEN 
EFECTOS EL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE PRACTIQUEN (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES A LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO).  
 

7. Tesis: III.1o.A.23 A (10a.)  
COMPETENCIA MATERIAL DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. PARA 
CONSIDERARLA SUFICIENTEMENTE FUNDADA, LAS AUTORIDADES DE ESE ÓRGANO DEBEN 
CITAR LOS ARTÍCULOS 1o. Y 8o. DE SU LEY.  
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS  

DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL  
Y ADMINISTRATIVA 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se 
presentan, puede visitar la revista mensual del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en 
la siguiente dirección: 
 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/ 
 

Al dar clic en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran, será redirigido en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 
 

1. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-1aS-1211 
NOTIFICACIONES PERSONALES PRACTICADAS EN MATERIA FISCAL. LA UTILIZACIÓN DE 
MEDIOS INFORMÁTICOS A EFECTO DE HACER CONSTAR LOS HECHOS QUE SE DEDUZCAN 
DE LAS DILIGENCIAS DE NOTIFICACIÓN DE MANERA IMPRESA NO LAS INVALIDAN SI 
CUMPLEN CON LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN. 

 
2. LEY ADUANERA. 

VII-P-1aS-1212 
BASE GRAVABLE DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. VALOR DE TRANSACCIÓN DE 
LAS MERCANCÍAS. 

 
3. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 

VII-P-1aS-1214 
IMPRESIÓN DE LA CÉDULA DE IDENTIFICACIÓN FISCAL CON SELLO DIGITAL PRESENTADA 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. TIENE EFICACIA PLENA PARA ACREDITAR 
LA LOCALIZACIÓN DEL DOMICILIO FISCAL DEL CONTRIBUYENTE, CUANDO LO CONTENGA. 

 
4. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 

VII-P-1aS-1215 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/
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VISITA DOMICILIARIA. SUPUESTO EN EL QUE LA SUSPENSIÓN DEL PLAZO PARA 
CONCLUIRLA, IMPIDE QUE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA CONTINÚE EJERCIENDO SUS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN. 
 

5. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-1aS-1217 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA.- SE CUMPLE CON EL REQUISITO DE DEBIDA 
FUNDAMENTACIÓN PARA DESIGNAR A LAS PERSONAS QUE INTERVENDRÁN EN LA 
MISMA, CUANDO SE CITE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 43 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. 

 
6. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 

VII-P-2aS-825 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. RESULTA ILEGAL LA QUE TIENE POR OBJETO VERIFICAR 
EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA ADUANERA, SI NO SE FUNDAN LAS 
FACULTADES DE LA AUTORIDAD EN LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 42, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 

7. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-2aS-830 
DICTÁMENES DE ESTADOS FINANCIEROS.- LAS OPINIONES O INTERPRETACIONES QUE SE 
CONTENGAN SOBRE DISPOSICIONES FISCALES, NO OBLIGAN A LAS AUTORIDADES. 
 

8. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
VII-CASR-8ME-46 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS CRÉDITOS DERIVADOS DE LOS CONTRATOS DE 
ARRENDAMIENTO FINANCIERO DEBEN CONSIDERARSE PARA LA DETERMINACIÓN DEL 
AJUSTE ANUAL POR INFLACIÓN CON INDEPENDENCIA DE LA OPCIÓN EJERCIDA DE LAS 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 18, FRACCIÓN III DE DICHO ORDENAMIENTO. 

 
9. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 

VII-CASR-3NE-5 
DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO O SALDOS A FAVOR. EL HECHO DE QUE LA 
AUTORIDAD FISCAL HAYA EMITIDO EL REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN Y 
DOCUMENTACIÓN PARA VERIFICAR LA PROCEDENCIA DE LA DEVOLUCIÓN PLANTEADA 
POR EL CONTRIBUYENTE, FUERA DEL PLAZO ESTABLECIDO EN EL SEXTO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 22, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO TIENE COMO CONSECUENCIA 
JURÍDICA LA PROCEDENCIA DE LA MISMA. 
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10. REGLAMENTO DEL SEGURO SOCIAL OBLIGATORIO PARA LOS TRABAJADORES DE LA 
CONSTRUCCIÓN POR OBRA O TIEMPO DETERMINADO. 
VII-CASR-3NE-6 
PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CUOTAS OBRERO PATRONALES 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 18 DEL REGLAMENTO DEL SEGURO SOCIAL OBLIGATORIO PARA 
LOS TRABAJADORES DE LA CONSTRUCCIÓN POR OBRA O TIEMPO DETERMINADO. NO 
RESULTA APLICABLE AL PROPIETARIO DE LAS OBRAS DE CONSTRUCCIÓN QUE HAYA 
CONTRATADO LOS SERVICIOS DE TERCEROS PARA LA EJECUCIÓN DE ESTAS, YA SEA A 
PRECIO ALZADO O BAJO EL SISTEMA DE PRECIOS UNITARIOS, AL NO TENER EL CARÁCTER 
DE PATRÓN. 

 
11. LEY ADUANERA. 

VII-CASR-2OC-20 
EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDAD COMO AGENTE ADUANAL TRATÁNDOSE DE PRECIOS 
DE TRANSACCIÓN. EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 54, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY ADUANERA, SE ACTUALIZA SI ESTE DESCONOCE LA INEXACTITUD O POSIBLE 
FALSEDAD AL EXAMINAR LAS MERCANCÍAS, EN RELACIÓN CON LA INFORMACIÓN 
PROPORCIONADA POR EL IMPORTADOR. (LEGISLACIÓN VIGENTE EN EL 2012). 

 
12. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 

VII-CASR-2OC-21 
RESOLUCIONES RECAÍDAS A LAS SOLICITUDES DE CONDONACIÓN NO SON IMPUGNABLES 
A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

 
13. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 

VII-CASA-III-77 
VISITA DOMICILIARIA. SI NO EXISTE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA, QUE DETERMINA LA 
SITUACIÓN FISCAL DE LA CONTRIBUYENTE REVISADA, NO IMPERA A CARGO DE LA 
AUTORIDAD FISCAL, LA OBLIGACIÓN CONSISTENTE EN COMPROBAR HECHOS DIFERENTES 
A LOS YA REVISADOS. 
 

14. LEY DEL SEGURO SOCIAL. 
VII-CASA-III-78 
SEGURO SOCIAL. EL HECHO DE QUE EL ARTÍCULO 11 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL NO 
CONTEMPLE EXPRESAMENTE LOS GASTOS MÉDICOS A PENSIONADOS COMO UN SEGURO 
MÁS DEL RÉGIMEN OBLIGATORIO, NO SIGNIFICA QUE EL PAGO POR DICHO CONCEPTO 
SEA AJENO A LAS CUOTAS OBLIGATORIAS QUE DEBE ENTERAR COMO PATRÓN. 
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15. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-CASA-III-79 
SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN. SOLO PUEDE TENERSE POR DESISTIDO DEL TRÁMITE AL 
CONTRIBUYENTE, CUANDO OMITE DE MANERA ABSOLUTA ATENDER EL REQUERIMIENTO 
DE INFORMACIÓN O DOCUMENTACIÓN FORMULADO POR LA AUTORIDAD FISCAL. 

 
16. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 

VII-CASA-III-80 
SALDOS A FAVOR.- LA FIGURA DE LA SUSPENSIÓN REGULADA EN EL ARTÍCULO 146 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO ES APLICABLE PARA EFECTOS DEL CÓMPUTO DEL 
PLAZO DE PRESCRIPCIÓN RESPECTO DE LOS MISMOS. 

 
17. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

VII-CASA-III-82 
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS MUNICIPALES OPERADORES DE AGUA 
POTABLE Y ALCANTARILLADO.- ES LEGAL EL ACREDITAMIENTO DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO REALIZADO POR AQUELLOS QUE DERIVE DE OBRAS PÚBLICAS MUNICIPALES 
EJECUTADAS CON RECURSOS FEDERALES, ESTATALES Y/O MUNICIPALES. 

 
18. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

VII-CASA-III-83 
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS MUNICIPALES OPERADORES DE AGUA 
POTABLE Y ALCANTARILLADO.- SUPUESTOS EN LOS CUALES POR ESTAR OBLIGADOS AL 
PAGO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO ESTÁN LEGITIMADOS PARA REALIZAR EL 
ACREDITAMIENTO DE ESE IMPUESTO. 

 
19. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

VII-CASA-III-84 
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS MUNICIPALES OPERADORES DE AGUA 
POTABLE Y ALCANTARILLADO.- SUPUESTOS EN LOS CUALES RESULTA ILEGAL EL 
ACREDITAMIENTO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO REALIZADO POR AQUELLOS. 

 
20. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

VII-CASA-III-85 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. NO ES ACREDITABLE EL QUE LE FUE TRASLADADO AL 
CONTRIBUYENTE Y QUE SE CUBRIÓ MEDIANTE EL SUBSIDIO OTORGADO A SU FAVOR POR 
LA SAGARPA. 
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21. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-CASA-III-86 
ARTÍCULO 36 DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN EL 
2012, QUE CONTEMPLABA LA OBLIGACIÓN DE ASENTAR EN NUEVOS LIBROS O EN LOS 
REGISTROS DE CONTABILIDAD DE QUE SE TRATE, LOS ASIENTOS RELATIVOS, CUANDO 
QUEDE INUTILIZADA, DESTRUÍDA, SE PIERDA O SE ROBE, LA CONTABILIDAD DE UNA 
PERSONA, NO ES ILEGAL, DADO QUE NO INCIDE EN UNA MATERIA SUJETA A RESERVA DE 
LEY, Y NO REBASA EL CONTEXTO LEGAL Y/O REGLAMENTARIO QUE RIGE SU EMISIÓN, POR 
LO QUE DEBE DE CUMPLIRSE TAL NUMERAL. 
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS  
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx# 
 

1. Tesis: 2a./J. 103/2015 (10a.)  
TASA O TARIFA DE UN IMPUESTO. SU MODIFICACIÓN PUEDE IMPUGNARSE EN AMPARO, 
SIN QUE ELLO DÉ LUGAR A RECLAMAR LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL RESTO DE LOS 
ELEMENTOS DE AQUEL QUE HUBIERAN SIDO CONSENTIDOS. La modificación a la tasa o 
tarifa de un impuesto constituye un acto legislativo nuevo, sólo en cuanto a la 
transformación de la cuantía de dicho elemento esencial; y, en ese sentido, la hipótesis 
consistente en la decisión del legislador de modificar su importe puede impugnarse 
mediante el juicio de amparo, sin que ello otorgue a los gobernados la posibilidad de 
reclamar en la vía constitucional los dispositivos legales que prevén los demás elementos 
esenciales del impuesto de que se trata que hubieran sido consentidos; salvo que la 
modificación de dicha tasa o tarifa hubiere repercutido directamente sobre algún otro 
elemento esencial del propio impuesto. 
 

2. Tesis: XI.1o.A.T.53 A (10a.)  
VALOR AGREGADO. LA ENAJENACIÓN DE LA MEZCLA DE CAFÉ EN POLVO TRIBUTA 
CONFORME A LA TASA DEL 0% DEL IMPUESTO RELATIVO, POR NO ESTAR PREPARADA 
PARA SU CONSUMO. Del catálogo de bienes cuya enajenación está sujeta a la tasa del 0% 
del impuesto al valor agregado, se encuentran los destinados a la alimentación, de 
conformidad con el artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), de la ley de dicha contribución; sin 
embargo, del último párrafo de esa fracción se advierte que la enajenación de alimentos 
preparados para su consumo no se grava conforme a dicha tasa, sino que le resulta 
aplicable la general del 16% o del 11%, según la zona, con independencia de que el 
consumo se lleve a cabo o no en el lugar de la enajenación, pues esto es irrelevante para la 
norma. Así, los alimentos "preparados para su consumo" son aquellos que están 
dispuestos o hechos para ser ingeridos, conforme a la interpretación gramatical y 
aplicando la semántica jurídica al enunciado normativo, sin ninguna intervención por el 
adquirente. De manera que una acepción razonable de un alimento "preparado para su 
consumo" indica, conforme a la sana razón, que se trata de aquel que no requiere de 
proceso adicional alguno para consumirse; de ahí que la circunstancia de agregar un 
líquido a una mezcla en polvo, por simple o fácil que pueda ser, resulta determinante para 
convertirlo en el producto final, pues con ese acto se transforma radicalmente y cambia su 
composición de un sólido a un líquido, o sea, de un producto que habitualmente no sería 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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comprado para ser ingerido en su estado original, a otro que suele ser de consumo 
habitual y por eso se enajena. Entonces, no es suficiente ni determinante que se haya 
tenido que someter un producto a cierto proceso para convertirlo en una mezcla en polvo 
y que con ello le haya agregado un valor al bien inicial, pues conforme a la literalidad de la 
norma, ello no es lo que colma la hipótesis para que se pague la tasa del 16%, sino que es 
necesario que el producto se encuentre apto para el consumo sin necesidad de algún 
proceso adicional. Por tanto, la enajenación de la mezcla de café en polvo tributa 
conforme a la tasa del 0% del impuesto relativo, por no estar preparada para su consumo. 
 

3. Tesis: 2a./J. 78/2015 (10a.)  
INFORMACIÓN DE OPERACIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 31-A DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. NO PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO 
PROMOVIDO CONTRA LA APLICACIÓN DE DICHO PRECEPTO Y LAS REGLAS FISCALES 
RELACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN ÉL. De la exposición de motivos del 
proceso legislativo que culminó con la adición del precepto aludido mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciembre de 2013, así como de las 
reglas fiscales relacionadas con ese numeral, y atento al artículo 128 de la Ley de Amparo, 
se concluye que no procede conceder la suspensión contra la aplicación del artículo 31-A y 
las reglas aludidas, al contravenirse disposiciones de orden público y afectarse el interés 
social, ya que la obligación impuesta a los contribuyentes, consistente en enviar 
mensualmente su información contable sobre operaciones relevantes por la forma oficial 
que aprueben las autoridades hacendarias, es decir, a través de la forma oficial 76 en la 
página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, si bien no constituye en sí 
mismo el ejercicio de las facultades de comprobación, trasciende al ejercicio de éstas, de 
manera que al permitir que los contribuyentes, aun de modo provisional, no presenten su 
información relevante mediante las formas establecidas para ello, obstaculizaría, 
retrasaría o dificultaría el ejercicio de la revisión correspondiente, la cual es necesaria para 
verificar el cumplimiento de las disposiciones fiscales y, en su caso, determinar las 
contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como para comprobar la comisión de 
delitos fiscales y proporcionar información a otras autoridades fiscales, que incumben al 
interés de la sociedad; además, de concederse la suspensión para que no se cumpla con 
las obligaciones derivadas del precepto legal y las reglas de que se trata, se causaría un 
mayor perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, en 
comparación con el perjuicio que se pudiera causar a la quejosa, pues la obligación 
impuesta persigue un mayor control en el ejercicio de las facultades de comprobación de 
las autoridades y no consiste únicamente en la remisión de información a través de una 
vía electrónica, sino que también incide en la selección de información de operaciones que 
la autoridad considera relevantes y que requiere para su análisis en el ejercicio de sus 
facultades. 
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4. Tesis: 2a. XCVII/2015 (10a.)  

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, ES DE 
NATURALEZA HETEROAPLICATIVA. El referido dispositivo prevé un procedimiento para 
que las autoridades presuman la inexistencia de las operaciones de los contribuyentes que 
hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con los activos, personal, infraestructura o 
capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o producir, 
comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes o cuando no se 
localice al contribuyente. Esa circunstancia revela que se trata de una norma de naturaleza 
heteroaplicativa, en tanto los supuestos que contiene no cobran eficacia por su sola 
entrada en vigor, sino que sus efectos se proyectan en el instante en que la autoridad 
despliega el ejercicio de verificación, por lo que la individualización de la norma precisa de 
un acto concreto de aplicación, en este caso, derivado de la actuación directa de la 
autoridad fiscalizadora. 
 

5. Tesis: X.A.T. J/2 (10a.)  
PERSONAS MORALES PÚBLICAS. CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER JUICIO 
DE AMPARO CONTRA RESOLUCIONES DEL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, EN DEFENSA DE ACTOS EMITIDOS EN SU CARÁCTER DE AUTORIDAD. 
El principal objetivo del juicio de amparo es dirimir cualquier controversia suscitada por 
leyes o actos que violen derechos humanos, los cuales, como derechos subjetivos, sólo se 
otorgan a las personas físicas o morales y no a las entidades públicas. No obstante, esa 
regla admite como excepción el supuesto contenido en el artículo 7o. de la Ley de 
Amparo, conforme al cual, las personas morales públicas pueden ocurrir en demanda de 
amparo a través de los servidores públicos o representantes que designen las leyes 
respectivas, cuando el acto o la ley que reclamen afecten sus intereses patrimoniales. Por 
tanto, carecen de legitimación para promover el juicio contra resoluciones del 
procedimiento contencioso administrativo, en defensa de actos emitidos en su carácter de 
autoridad, dado que lo único que les otorga legitimación para acudir a la vía de amparo es 
que defiendan sus derechos patrimoniales, supuesto en el que actúan como personas 
morales de derecho privado. 
 

6. Tesis: XX.4o.1 A (10a.)  
NOTIFICACIONES POR OFICIO Y/O EDICTOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA. SURTEN 
EFECTOS EL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE PRACTIQUEN (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES A LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO). Del artículo 35 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo se 
advierten las distintas formas en que pueden llevarse a cabo las notificaciones de los actos 
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y resoluciones en esa materia, a saber: 1) Personalmente; 2) Mediante oficio entregado 
por correo certificado con acuse de recibo u otros medios; y, 3) Por edictos; mientras que 
el propio ordenamiento establece únicamente (en su precepto 38) que las notificaciones 
efectuadas personalmente surtirán efectos el día en que hubieren sido realizadas. Ahora 
bien, como en el capítulo de notificaciones de la misma ley (que comprende los numerales 
35 a 39), no existe regla alguna que especifique el momento en que surten efectos las 
notificaciones que se lleven a cabo por oficio y/o edictos, y toda vez que se encuentra 
involucrado el alcance del derecho humano de acceso a la justicia, debe atenderse al 
mayor beneficio para las partes y, por ende, en términos del artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, conforme al cual todas las 
autoridades deben aplicar el principio interpretativo pro persona, esto es, realizar la 
interpretación que más favorezca a los derechos de los individuos, dichas notificaciones 
(por oficio y/o edictos) deben regirse por la normativa supletoria, que en el caso lo es el 
Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual prevé como regla general, en su 
precepto 321: "Toda notificación surtirá sus efectos el día siguiente al en que se 
practique." 
 

7. Tesis: III.1o.A.23 A (10a.)  
COMPETENCIA MATERIAL DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. PARA 
CONSIDERARLA SUFICIENTEMENTE FUNDADA, LAS AUTORIDADES DE ESE ÓRGANO 
DEBEN CITAR LOS ARTÍCULOS 1o. Y 8o. DE SU LEY. La competencia material de un ente 
administrativo es el conjunto de atribuciones o facultades que le incumben, delimitan su 
campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que 
pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica; ésta deriva, en un primer plano, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a través del otorgamiento de 
atribuciones que se hace a la administración pública y, de forma secundaria, procede de la 
ley (atento a que es en ésta donde se prevé "la naturaleza del acto" y las cuestiones 
jurídicas que constituyen el objeto de un órgano de Estado), entendida como el conjunto 
de ordenamientos generales, imperativos y abstractos, que además son formal y 
materialmente legislativos. Así, la ley nace de los actos regla e integra un conjunto 
normativo de previsiones dirigidas tanto a la comunidad a través de los juicios taxativos, 
como a los órganos de la administración pública encargados de aplicarla en cada caso 
concreto. Luego, es claro que al ejercer sus facultades, las autoridades están obligadas a 
citar los preceptos legales que delimitan su acción. En consecuencia, tratándose del 
Servicio de Administración Tributaria, para considerar suficientemente fundada su 
competencia material, las autoridades de ese órgano deben citar los artículos 1o. y 8o. de 
su ley que la prevén. 
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS  

DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL  
Y ADMINISTRATIVA 

 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/ 
 

1. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-1aS-1211 
NOTIFICACIONES PERSONALES PRACTICADAS EN MATERIA FISCAL. LA UTILIZACIÓN DE 
MEDIOS INFORMÁTICOS A EFECTO DE HACER CONSTAR LOS HECHOS QUE SE DEDUZCAN 
DE LAS DILIGENCIAS DE NOTIFICACIÓN DE MANERA IMPRESA NO LAS INVALIDAN SI 
CUMPLEN CON LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN.- De acuerdo con lo previsto por el artículo 137 del Código Fiscal de la 
Federación, el notificador tiene la obligación de asentar el lugar en que se esté llevando a 
cabo la diligencia y los datos que justifiquen el porqué se realizó con persona distinta al 
interesado, esto es, los requisitos que den certeza jurídica en relación a que la notificación 
personal se ha practicado con la persona que se encontró en lugar del sujeto a notificar, 
ello, previo citatorio dejado y entregado para su espera al día siguiente; sin que el referido 
artículo prohíba la utilización de medios informáticos, a efecto de atender lo dispuesto por 
dicho dispositivo legal. En efecto, si durante la diligencia de notificación, el notificador 
hace uso de los medios informáticos como en su caso lo pueden ser una computadora y 
una impresora, con la finalidad de hacer constar los hechos que resulten de su desarrollo, 
ello, atiende a la utilización de las nuevas herramientas tecnológicas, mismas que no 
pueden verse excluidas de la labor cotidiana de la administración pública, sin que ello 
afecte la legalidad de sus actuaciones. En consecuencia, si el notificador cumple con este 
procedimiento, el hecho de que la toma de razón de las diligencias de notificación y cita se 
hayan asentado de forma impresa y no de puño y letra de aquel, no es razón suficiente 
para restarle validez, toda vez que en el caso no se trata de un "formato pre impreso", o 
bien, "formato pre elaborado", sino que, la utilización de estos medios tiene como 
finalidad agilizar la diligencia y clarificar los datos contenidos en el acta de notificación 
relativa, a efecto de circunstanciar de manera clara e inmediata los hechos suscitados 
durante la diligencia de notificación correspondiente. 
 
 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/
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2. LEY ADUANERA. 
VII-P-1aS-1212 
BASE GRAVABLE DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. VALOR DE TRANSACCIÓN 
DE LAS MERCANCÍAS.- El artículo 64 de la Ley Aduanera, establece que la base gravable 
del impuesto general de importación es el valor en aduana de las mercancías, el cual será 
el valor de transacción de las mismas, salvo lo dispuesto en el artículo 71 de la referida ley, 
que señala que cuando la base gravable del impuesto general de importación no pueda 
determinarse conforme al valor de transacción de las mercancías importadas en los 
términos del artículo 64 de mérito, o no derive de una compraventa para la exportación 
con destino a territorio nacional, se determinará conforme a los métodos señalados en las 
fracciones I, II, III y IV, del referido artículo, en orden sucesivo y por exclusión, con mayor 
flexibilidad, o conforme a criterios razonables y compatibles con los principios y 
disposiciones legales, sobre la base de los datos disponibles en territorio nacional o la 
documentación comprobatoria de las operaciones realizadas en territorio extranjero, de 
ahí que el cálculo de la base gravable cuando no pueda determinarse conforme al valor de 
transacción de las mercancías o no derive de una compraventa para la exportación con 
destino a territorio nacional, se encontrará supeditada a la aplicación de los métodos 
establecidos en dichos preceptos legales. 
 

3. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-1aS-1214 
IMPRESIÓN DE LA CÉDULA DE IDENTIFICACIÓN FISCAL CON SELLO DIGITAL PRESENTADA 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. TIENE EFICACIA PLENA PARA ACREDITAR 
LA LOCALIZACIÓN DEL DOMICILIO FISCAL DEL CONTRIBUYENTE, CUANDO LO 
CONTENGA.- El artículo 17-E del Código Fiscal de la Federación define al sello digital como 
el mensaje electrónico que acredita que un documento digital fue recibido por la 
autoridad fiscal, el cual funge como acuse de recibo, que puede ser verificado por la 
autoridad para constatar su autenticidad; de manera que, al constituir la impresión de la 
cédula de identificación fiscal un acto directo entre el contribuyente y el ente fiscalizador, 
cuya autenticidad puede ser verificada a través de este elemento electrónico, es 
inconcuso que debe atenderse para su valoración a la regulación específica prevista por 
los artículos 46 penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, y 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles, y otorgarle valor 
probatorio pleno a la constancia relativa, toda vez que constituye un elemento de 
convicción que demuestra de manera fehaciente la localización del domicilio fiscal del 
contribuyente. 
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4. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-1aS-1215 
VISITA DOMICILIARIA. SUPUESTO EN EL QUE LA SUSPENSIÓN DEL PLAZO PARA 
CONCLUIRLA, IMPIDE QUE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA CONTINÚE EJERCIENDO SUS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN.- De conformidad con lo establecido en el artículo 46-
A, tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación, vigente en 2008, establece que si 
durante el plazo para concluir la visita domiciliaria o la revisión de la contabilidad del 
contribuyente en las oficinas de las propias autoridades, los contribuyentes interponen 
algún medio de defensa en el país o en el extranjero contra los actos o actividades que 
deriven del ejercicio de sus facultades de comprobación, dichos plazos se suspenderán 
desde la fecha en que se interpongan los citados medios de defensa hasta que se dicte 
resolución definitiva de los mismos. En tal virtud, si se suspende el plazo para la conclusión 
de una visita domiciliaria, por haberse interpuesto un medio de defensa en contra de un 
acto o actividad que derivó del ejercicio de esa facultad de comprobación, es inconcuso 
que la autoridad se encuentra impedida jurídicamente para continuar practicando la visita 
y emitir la resolución determinante de créditos fiscales, hasta en tanto se dicte y notifique 
la resolución definitiva recaída al citado medio de defensa, pues en el caso, la hipótesis de 
suspensión no obedece a una actitud evasiva u omisiva del contribuyente, sino al ejercicio 
de su derecho de defensa. Considerar que la suspensión sólo se refiere al plazo para 
concluir la visita y no así a su práctica, implicaría permitir que la autoridad ejerza sus 
facultades de comprobación durante todo el tiempo que dure la tramitación y resolución 
del medio de defensa interpuesto, extendiéndose sin justificación alguna el tiempo que el 
legislador consideró prudente para concluir con la visita domiciliaria, transgrediendo a la 
garantía de seguridad jurídica del contribuyente. 
 

5. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-1aS-1217 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA.- SE CUMPLE CON EL REQUISITO DE DEBIDA 
FUNDAMENTACIÓN PARA DESIGNAR A LAS PERSONAS QUE INTERVENDRÁN EN LA 
MISMA, CUANDO SE CITE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 43 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN.- Acorde al criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la jurisprudencia 2a./J. 85/2007, para estimar que la orden de visita domiciliaria se 
encuentra debidamente fundada en cuanto a la competencia para designar a los 
visitadores que la llevarán a cabo, la autoridad debe citar el artículo 43 fracción II, del 
Código Fiscal de la Federación, el cual prevé lo relativo a la designación de la persona o 
personas que deban efectuarla, sin que la autoridad se encuentre constreñida a citar 
expresamente cada uno de los párrafos que integran dicha fracción, en virtud de que no se 
trata de una norma compleja; en virtud de lo cual, es suficiente para considerar 
debidamente fundada la competencia de las facultades para designar a las personas que 
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intervendrán en la misma si la autoridad emisora cita la fracción II del artículo 43 del 
Código Fiscal de la Federación, sin que para ello deba especificar el párrafo primero de la 
fracción referida. 
 

6. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-2aS-825 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. RESULTA ILEGAL LA QUE TIENE POR OBJETO VERIFICAR 
EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA ADUANERA, SI NO SE FUNDAN LAS 
FACULTADES DE LA AUTORIDAD EN LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 42, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- A efecto de que se encuentre debidamente fundada una 
orden de visita domiciliaria emitida por la autoridad fiscal que tiene por objeto revisar el 
cumplimiento de obligaciones en materia aduanera, como son entre otras, verificar la 
legal importación, tenencia o estancia en el país de mercancías de procedencia extranjera, 
en el domicilio visitado; debe fundarse para ello, en la fracción V, del artículo 42, del 
Código Fiscal de la Federación, el cual prevé expresamente la facultad de las autoridades 
fiscales para practicar visitas domiciliarias a los contribuyentes, a fin de verificar el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales en materia aduanera. Lo anterior, en virtud de 
que, en la Exposición de Motivos de la iniciativa de Decreto que reforma, adiciona y 
deroga diversas disposiciones fiscales, que reforma, entre otras, la fracción V del artículo 
42 del Código Fiscal de la Federación, presentada el 8 de septiembre de 2009, se expuso 
que existían obligaciones de los particulares en materia aduanera, que no eran revisadas 
por la autoridad fiscal o aduanera, por lo que se propuso que también se revisara su 
cumplimiento, contando para ello con un procedimiento de inspección ágil, similar al que 
se establece para verificar el cumplimiento de obligaciones en materia de expedición de 
comprobantes fiscales, y con ello robustecer los mecanismos para el control del 
cumplimiento de las obligaciones fiscales. 
 

7. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-P-2aS-830 
DICTÁMENES DE ESTADOS FINANCIEROS.- LAS OPINIONES O INTERPRETACIONES QUE SE 
CONTENGAN SOBRE DISPOSICIONES FISCALES, NO OBLIGAN A LAS AUTORIDADES.- El 
artículo 52 del Código Fiscal de la Federación, vigente en 1997, establece que se 
presumirán ciertos, salvo prueba en contrario, los hechos afirmados en los dictámenes a 
que el mismo refiere, cuando se cumplan las condiciones que dicho precepto establece, 
previendo el legislador federal que dicha presunción no se aplicará para las opiniones o 
interpretaciones contenidas en tales dictámenes, al establecer de manera expresa que las 
mismas no obligan a las autoridades fiscales. En consecuencia, si en un dictamen sobre 
estados financieros el contador público que lo formuló expresa sus opiniones o 
interpretaciones en relación con disposiciones fiscales que regulen el pago y 
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compensación de un tributo en un régimen fiscal, las mismas no se presumirán ciertas ni 
obligarán a las autoridades fiscales, quienes determinarán en su caso los créditos fiscales 
correspondientes en el ámbito de su competencia, de dichas disposiciones. 
 

8. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
VII-CASR-8ME-46 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS CRÉDITOS DERIVADOS DE LOS CONTRATOS DE 
ARRENDAMIENTO FINANCIERO DEBEN CONSIDERARSE PARA LA DETERMINACIÓN DEL 
AJUSTE ANUAL POR INFLACIÓN CON INDEPENDENCIA DE LA OPCIÓN EJERCIDA DE LAS 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 18, FRACCIÓN III DE DICHO ORDENAMIENTO.- Conforme a 
los artículos 17, 18, fracción III, 29, fracción X, 46, y 47, fracción V de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta vigente en 2008, los contribuyentes podrán efectuar entre otras 
deducciones, al ajuste anual por inflación que resulte deducible en los términos del 
artículo 46 de la referida ley, y si bien, para efectos del cálculo de dicho ajuste anual por 
inflación, no se considerarán como créditos a los derivados de las enajenaciones a plazo 
por las que se ejerza la opción de acumular como ingreso el cobrado en el ejercicio, una de 
las dos opciones que se encuentran previstas en el artículo 18, fracción III de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta en cita, lo cierto es que el artículo 47, fracción V de dicho 
ordenamiento, prevé como excepción a no ser considerados como créditos, a aquellos 
derivados de los contratos de arrendamiento financiero, por tanto debe entenderse que 
dichos créditos deben tomarse en cuenta para la determinación del ajuste anual por 
inflación como tales, con independencia de si se ejerció o no la opción de acumular como 
ingreso el cobrado en el ejercicio. 
 

9. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-CASR-3NE-5 
DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO O SALDOS A FAVOR. EL HECHO DE QUE LA 
AUTORIDAD FISCAL HAYA EMITIDO EL REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN Y 
DOCUMENTACIÓN PARA VERIFICAR LA PROCEDENCIA DE LA DEVOLUCIÓN PLANTEADA 
POR EL CONTRIBUYENTE, FUERA DEL PLAZO ESTABLECIDO EN EL SEXTO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 22, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO TIENE COMO CONSECUENCIA 
JURÍDICA LA PROCEDENCIA DE LA MISMA.- De lo dispuesto en el sexto párrafo del 
artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, en relación con la jurisprudencia VI-J-SS-89 
sustentada por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 23 de marzo de 2011, aprobada por acuerdo G/9/2011, se 
advierte que cuando un contribuyente solicite la devolución de pago de lo indebido o 
saldos a favor, las autoridades fiscales, para verificar la procedencia de la devolución, 
podrán requerir al interesado, en un plazo no mayor de veinte días posteriores a la 
presentación de la solicitud de devolución, los datos, informes o documentos adicionales 
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que considere necesarios y que estén relacionados con la misma. En ese contexto, cuando 
en un juicio contencioso administrativo se argumente que el requerimiento de 
información y documentación para verificar la procedencia de la devolución planteada le 
causa un agravio en materia fiscal, pues se emitió fuera del plazo referido y por ello estime 
que procede su devolución, debe considerarse infundado el agravio toda vez que el hecho 
de que la autoridad fiscal haya emitido el requerimiento de mérito después del plazo 
referido, no tiene como consecuencia jurídica la procedencia de la devolución planteada, 
pues la procedencia de la misma está condicionada a que se demuestre su existencia, ya 
que es de interés general y de orden público que la autoridad fiscal devuelva las 
cantidades que efectivamente sean un pago de lo indebido o derivados de un saldo a 
favor; por tanto, el hecho de haber emitido el requerimiento después del multicitado 
plazo, si bien es cierto que constituye una violación al orden jurídico, también lo es que no 
tiene como efecto la procedencia de la devolución, pues se trata de una ilegalidad no 
invalidante que no configura la caducidad referida por la demandante, por consiguiente, si 
el contribuyente quiere que se analice la procedencia de su solicitud de devolución debe 
cumplir con el requerimiento formulado, aun y cuando se haya emitido fuera del plazo en 
comento, pues es obligación de la accionante acreditar que tiene el derecho subjetivo de 
obtener la devolución de las cantidades que solicita, lo que solo puede corroborar la 
autoridad fiscal con base en los elementos presentados por el contribuyente en su 
solicitud, así como aquellos aportados en cumplimiento al requerimiento correspondiente. 
 

10. REGLAMENTO DEL SEGURO SOCIAL OBLIGATORIO PARA LOS TRABAJADORES DE LA 
CONSTRUCCIÓN POR OBRA O TIEMPO DETERMINADO. 
VII-CASR-3NE-6 
PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CUOTAS OBRERO PATRONALES 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 18 DEL REGLAMENTO DEL SEGURO SOCIAL OBLIGATORIO 
PARA LOS TRABAJADORES DE LA CONSTRUCCIÓN POR OBRA O TIEMPO DETERMINADO. 
NO RESULTA APLICABLE AL PROPIETARIO DE LAS OBRAS DE CONSTRUCCIÓN QUE HAYA 
CONTRATADO LOS SERVICIOS DE TERCEROS PARA LA EJECUCIÓN DE ESTAS, YA SEA A 
PRECIO ALZADO O BAJO EL SISTEMA DE PRECIOS UNITARIOS, AL NO TENER EL CARÁCTER 
DE PATRÓN.- Cuando el propietario de una obra de construcción demuestre que celebró 
contrato a precio alzado o bajo el sistema de precios unitarios con otra persona moral o 
física para la ejecución de la obra, conforme a lo dispuesto en el artículo 5, fracción II, del 
Reglamento del Seguro Social Obligatorio para los Trabajadores de la Construcción por 
Obra o Tiempo Determinado, no debe ser considerado como patrón, ya que la realización 
de los trabajos pactados están vinculados por una relación de trabajo única y 
exclusivamente con el contratista sin que exista responsabilidad alguna a cargo del 
propietario; por lo que el contratista se encuentra obligado a cubrir los salarios, impuestos 
cuotas de seguro social (IMSS) y demás obligaciones derivadas de la relación laboral, 
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liberando de toda responsabilidad laboral al propietario; por lo tanto, no debe 
considerarse que el referido propietario incumple con las obligaciones que contemplan los 
artículos 8, 9, 12 y 17 del Reglamento en cita, en especial, la relativa al pago de cuotas 
obrero patronales; y mucho menos resulta aplicable el procedimiento de determinación 
presuntiva de cuotas obrero patronales previsto en el artículo 18 del referido reglamento. 
 

11. LEY ADUANERA. 
VII-CASR-2OC-20 
EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDAD COMO AGENTE ADUANAL TRATÁNDOSE DE PRECIOS 
DE TRANSACCIÓN. EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 54, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY ADUANERA, SE ACTUALIZA SI ESTE DESCONOCE LA INEXACTITUD O POSIBLE 
FALSEDAD AL EXAMINAR LAS MERCANCÍAS, EN RELACIÓN CON LA INFORMACIÓN 
PROPORCIONADA POR EL IMPORTADOR. (LEGISLACIÓN VIGENTE EN EL 2012).- Los 
artículos 53, fracción II y 54, fracciones I y II, inciso a), de la Ley Aduanera, establecen que 
los agentes aduanales y sus mandatarios autorizados, son responsables solidarios del pago 
de los impuestos al comercio exterior y de las demás contribuciones, así como de las 
cuotas compensatorias que se causen con motivo de la introducción de mercancías al 
territorio nacional o de su extracción, salvo por el incumplimiento de regulaciones y 
restricciones no arancelarias, si estos provienen de la inexactitud o falsedad de los datos y 
documentos que el contribuyente le hubiera proporcionado, siempre que este último no 
hubiera podido conocer dichas circunstancias al examinar las mercancías, supuesto que se 
actualiza cuando no pueda constatar dicha discrepancia a simple vista y requiera de 
conocimientos técnicos para tal efecto, lo que ocurre tratándose sobre la falsedad del 
precio de transacción, el cual puede variar dependiendo de la marca, prestigio comercial y 
calidad, circunstancia que no puede ser apreciable a la vista. 
 

12. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-CASR-2OC-21 
RESOLUCIONES RECAÍDAS A LAS SOLICITUDES DE CONDONACIÓN NO SON 
IMPUGNABLES A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- El artículo 146-B 
del Código Fiscal de la Federación establece que los contribuyentes que se encuentren 
sujetos a un procedimiento de concurso mercantil, las autoridades podrán condonar 
parcialmente los créditos fiscales relativos a contribuciones que debieron pagarse con 
anterioridad a la fecha en que se inicie el procedimiento de concurso mercantil, siempre 
que el comerciante haya celebrado convenio con sus acreedores en los términos de la ley 
respectiva y de acuerdo con los lineamientos ahí descritos; sin embargo, la resolución que 
niegue tal condonación no resulta impugnable a través del juicio contencioso 
administrativo, por no encuadrar en ninguno de los supuestos del artículo 14 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, dado el término "podrá", 
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no implica la obligación por parte de la autoridad de acceder a las peticiones de los 
contribuyentes en materia de condonación, pues esta refiere una optatividad, es decir, el 
tener la facultad y tomando en cuenta diversas cuestiones, acceder o no a ella, es decir, 
prevé la existencia de una facultad potestativa de naturaleza discrecional a cargo de las 
autoridades; sin que en ningún caso se trate de una obligación ineludible de la autoridad 
fiscal y como consecuencia de ello, la condonación de créditos incosteables sea un 
derecho de los contribuyentes. 
 

13. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-CASA-III-77 
VISITA DOMICILIARIA. SI NO EXISTE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA, QUE DETERMINA LA 
SITUACIÓN FISCAL DE LA CONTRIBUYENTE REVISADA, NO IMPERA A CARGO DE LA 
AUTORIDAD FISCAL, LA OBLIGACIÓN CONSISTENTE EN COMPROBAR HECHOS 
DIFERENTES A LOS YA REVISADOS.- La Jurisprudencia número 2a./J. 34/2014 sustentada 
por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que resolvió la 
Contradicción de Tesis No. 475/2013, determinó que en análisis al artículo 46, último 
párrafo, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, que 
la obligación impuesta a la autoridad hacendaria de comprobar hechos distintos para 
emitir una nueva orden de visita dirigida al mismo contribuyente, presupone la existencia 
de una resolución firme que define su situación jurídica en relación con las contribuciones, 
aprovechamientos y periodos objeto de una visita anterior con base en la revisión de los 
hechos conocidos durante el desarrollo de la misma. De modo que, si la autoridad fiscal a 
efecto de verificar el correcto cumplimiento de las obligaciones fiscales, a que se 
encuentra afecto el contribuyente por determinado período fiscal, para lo cual en ejercicio 
de sus facultades discrecionales emite una orden de visita domiciliaria y, en el desahogo 
de la misma, se levanta acta de visita domiciliaria, pero no se dicta la resolución que en 
definitiva determine la situación fiscal del contribuyente por las contribuciones y ejercicio 
revisado, merced a existir por parte del sujeto obligado el ejercicio de un derecho de 
autocorrección de su situación fiscal, para lo cual se apoya en las observaciones 
encontradas por la autoridad fiscal, sin que al respecto se haya emitido resolución 
determinante de la situación fiscal por las contribuciones y ejercicio revisado, en estos 
casos, es decir, la ausencia o falta de la liquidación tributaria derivada del ejercicio de las 
facultades de comprobación, deja incólume la facultad de la autoridad fiscal para emitir 
una nueva orden de visita domiciliaria respecto de las mismas contribuciones y el mismo 
ejercicio, sin tener a su cargo, el deber de justificar o comprobar la existencia de hechos 
diferentes a los ya revisados. Lo anterior es así, pues como quedó antes razonado, de que 
si bien, el interpretado artículo 46, último párrafo, del Código Fiscal de la Federación, 
dispone que concluida la visita en el domicilio fiscal, para iniciar otra a la misma persona, 
se requerirá nueva orden y que, en el caso de que las facultades de comprobación se 
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refieran a las mismas contribuciones, aprovechamientos y periodos, sólo se podrá efectuar 
la nueva revisión cuando se comprueben hechos diferentes a los ya revisados, también lo 
es, que ha quedado definido, que por conclusión de la visita domiciliaria, se entiende la 
existencia de la emisión por parte de la autoridad fiscal de la resolución definitiva que 
haya determinado la situación fiscal de la contribuyente respecto de las obligaciones 
tributarias objeto de revisión, por lo que, ante la ausencia de esta condición, es de 
concluirse que no existe obligación alguna a cargo de la autoridad de comprobar hechos 
diferentes a los ya revisados, pues queda relevada de tal deber legal al no existir 
jurídicamente el elemento que le impone tal condición. 
 

14. LEY DEL SEGURO SOCIAL. 
VII-CASA-III-78 
SEGURO SOCIAL. EL HECHO DE QUE EL ARTÍCULO 11 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL NO 
CONTEMPLE EXPRESAMENTE LOS GASTOS MÉDICOS A PENSIONADOS COMO UN 
SEGURO MÁS DEL RÉGIMEN OBLIGATORIO, NO SIGNIFICA QUE EL PAGO POR DICHO 
CONCEPTO SEA AJENO A LAS CUOTAS OBLIGATORIAS QUE DEBE ENTERAR COMO 
PATRÓN.- Resulta incorrecto considerar que las prestaciones en especie de los 
pensionados y sus beneficiarios ya se encuentran amparadas y financiadas al momento de 
que se enteran las cuotas al régimen obligatorio, dentro del cual se encuentra 
comprendido el seguro de enfermedades y maternidad; y que por lo tanto los patrones no 
tienen la obligación legal de enterar las cuotas adicionales por concepto de "Gastos 
Médicos de Pensionados". Lo anterior es así, pues si bien es cierto que los artículos 84, 91 
y 93, de la Ley del Seguro Social, establecen el financiamiento para las prestaciones en 
especie del seguro de enfermedades y maternidad para aquellos trabajadores y sus 
beneficiarios que obtengan una pensión en los términos de la Ley del Seguro Social, ya que 
el aseguramiento al régimen obligatorio, comprende el seguro de enfermedades y 
maternidad, el cual ampara al pensionado en las prestaciones en especie de asistencia 
médico quirúrgica, farmacéutica y hospitalaria que sea necesaria, también lo es que 
conforme a lo establecido por los artículos 1º y 15 fracciones I y III de la Ley del Seguro 
Social, el régimen obligatorio comprende, entre otros, el seguro de enfermedades y 
maternidad, tanto para los trabajadores como para sus beneficiarios, previsto en el 
artículo 11 fracciones I, II, III, IV y V de la Ley del Seguro Social, régimen obligatorio en el 
cual los patrones están obligados a determinar las cuotas obrero-patronales y enterar su 
importe al Instituto, lo cual, es independiente de que se pacte un contrato colectivo de 
trabajo; de tal manera que si el patrón reconoce que inscribió a sus trabajadores ante el 
Instituto Mexicano del Seguro Social, bajo el régimen obligatorio previsto en el artículo 11, 
de la Ley del Seguro Social, es evidente que los pagos efectuados por concepto de gastos 
médicos de pensionados, se encuentran debidamente justificados, y por tanto, no le asiste 
el derecho a la devolución de los mismos. 
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15. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 

VII-CASA-III-79 
SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN. SOLO PUEDE TENERSE POR DESISTIDO DEL TRÁMITE AL 
CONTRIBUYENTE, CUANDO OMITE DE MANERA ABSOLUTA ATENDER EL 
REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN O DOCUMENTACIÓN FORMULADO POR LA 
AUTORIDAD FISCAL.- El párrafo sexto del artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, 
establece que las autoridades fiscales tendrán a los contribuyentes por desistidos de sus 
solicitudes de devolución de pagos de lo indebido o de saldos a favor, cuando dentro del 
plazo máximo de veinte días no proporcionen los datos, informes o documentos 
adicionales que las autoridades fiscales consideren necesarios para verificar la 
procedencia de la devolución y que estén relacionados con esta; o cuando dentro del 
plazo de diez días no entreguen los datos, informes o documentos que las autoridades les 
requieran en relación con los documentos que hayan sido aportados por el contribuyente 
al atender el primer requerimiento. De lo anterior se desprende que, como lo precisó la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la Contradicción de 
Tesis 324/2013, el desistimiento presunto o tácito contenido en el párrafo sexto del 
artículo 22 antes comentado, solo puede darse cuando el contribuyente omite de manera 
absoluta atender el requerimiento de información o documentación, es decir, si ante el 
requerimiento formulado por la autoridad fiscal al solicitante de la devolución, este último 
lo atiende parcialmente, tal actitud no trae como consecuencia que se le tenga por 
desistido del trámite que intenta, pues en este último caso no se puede considerar que 
existe una manifestación negativa de no continuar con el trámite de la devolución, como sí 
ocurre cuando se omite o ignora de manera total los requerimientos que la autoridad 
fiscal le haya formulado a fin de verificar la procedencia de la solicitud respectiva, pues 
solamente en este último caso puede entenderse que ha expresado tácitamente su 
intención de abandonar la solicitud consciente de las consecuencias que ello acarrea. 
 

16. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-CASA-III-80 
SALDOS A FAVOR.- LA FIGURA DE LA SUSPENSIÓN REGULADA EN EL ARTÍCULO 146 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO ES APLICABLE PARA EFECTOS DEL CÓMPUTO DEL 
PLAZO DE PRESCRIPCIÓN RESPECTO DE LOS MISMOS.- Del texto del primer párrafo del 
artículo 144 del Código Fiscal de la Federación se advierte, que se establecen tres 
supuestos enumerados previamente como los casos que ese numeral prevé en los cuales 
se debe suspender el procedimiento administrativo de ejecución en los que la autoridad 
no debe ejecutar los actos administrativos que determine un crédito fiscal; esto, implica 
que la figura jurídica de la suspensión que prevé el artículo 144 del Código en cita al cual 
remite el artículo 146, tercer párrafo, del mismo ordenamiento, es aplicable sólo con 
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respecto a actos administrativos dictados por la autoridad que determinen un crédito 
fiscal a cargo de un contribuyente, dado que para que opere la suspensión del 
procedimiento administrativo de ejecución en los casos que refiere tal artículo 144 se 
exige como requisito indispensable que se garantice el interés fiscal; por ello, es claro que 
la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución en los casos referidos por el 
artículo 144 invocado solo es aplicable en tratándose de la ejecución coactiva de actos 
administrativos emitidos por la autoridad que determinen créditos fiscales a cargo de los 
particulares; en consecuencia, esa figura jurídica "suspensión del procedimiento 
administrativo de ejecución", no resulta aplicable en tratándose de saldos a favor de los 
contribuyentes susceptibles de ser solicitados en devolución a la autoridad fiscal en 
términos del artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, por esa misma razón tampoco 
tiene aplicación en relación a dichos saldos a favor la figura de "interrupción de la 
prescripción" que alude el artículo 146, párrafo tercero del referido Código. 
 

17. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 
VII-CASA-III-82 
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS MUNICIPALES OPERADORES DE AGUA 
POTABLE Y ALCANTARILLADO.- ES LEGAL EL ACREDITAMIENTO DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO REALIZADO POR AQUELLOS QUE DERIVE DE OBRAS PÚBLICAS MUNICIPALES 
EJECUTADAS CON RECURSOS FEDERALES, ESTATALES Y/O MUNICIPALES.- El legislador en 
el artículo 3°, segundo párrafo de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, estableció los 
casos o supuestos en los cuales procede que entre otros, los organismos descentralizados 
municipales lleven a cabo válidamente el acreditamiento del impuesto al valor agregado, 
sin que allí o en algún otro dispositivo legal de ley se les restrinja o prohíba a llevar a cabo 
el acreditamiento del impuesto al valor agregado cuando derive de erogaciones o 
inversiones de obras públicas ejecutadas con la participación de recursos en numerario 
aportados por la Federación, Estados y/o Municipios, en base a Convenios o Acuerdos 
suscritos previamente; entonces, las Juntas Municipales de Agua Potable y Alcantarillado, 
sí están legitimadas para llevar a cabo el acreditamiento del impuesto al valor agregado 
derivado de gastos e inversiones realizadas con recursos aportados en parte por la 
Federación, el Estado de Sinaloa o por el Municipio con un fin específico (construcción de 
sistemas de agua potable y construcción de sistemas de alcantarillado y saneamiento), sin 
que obste para ello ni resulte relevante el que se pueda o no considerar que las obras sean 
encomendadas y mandatadas originalmente por la Federación, Estado y/o el Municipio; 
pues para el acreditamiento del impuesto al valor agregado por parte de los organismos 
descentralizados municipales debe estarse a lo que a ese respecto estableció el legislador 
en el artículo 3°, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, con respecto 
al acreditamiento de dicho impuesto por parte de los organismos descentralizados 
municipales. 



  
 SUBPROCURADURÍA DE ANÁLISIS SISTÉMICO Y ESTUDIOS NORMATIVOS  

DIRECCIÓN GENERAL DE ENLACE Y REGULACIÓN 

 
 

23 
 

 
18. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

VII-CASA-III-83 
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS MUNICIPALES OPERADORES DE AGUA 
POTABLE Y ALCANTARILLADO.- SUPUESTOS EN LOS CUALES POR ESTAR OBLIGADOS AL 
PAGO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO ESTÁN LEGITIMADOS PARA REALIZAR EL 
ACREDITAMIENTO DE ESE IMPUESTO.- Las Juntas Municipales de Agua Potable en su 
calidad de organismos descentralizados de los municipios, acorde a lo dispuesto por el 
artículo 3º, primero y segundo párrafos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado en 
relación con los artículos 1°, 2-A, primer párrafo, fracción II, inciso h) y 5° de la misma ley, 
son sujetos obligados al pago del impuesto al valor agregado únicamente por los actos que 
realicen que sean objeto de ese impuesto que refiere el artículo 1° que no den lugar al 
pago de derechos o aprovechamientos, y que solo podrán acreditar el impuesto al valor 
agregado que les haya sido trasladado en las erogaciones o el pagado en la importación, 
que se identifique exclusivamente con las actividades por las que estén obligados al pago 
del impuesto establecido en tal ley o le sea aplicable la tasa del 0%, siempre y cuando se 
cumplan los requisitos que dicha ley prevé en el artículo 5° para efectos del 
acreditamiento; asimismo, tales organismos descentralizados municipales, no deben llevar 
a cabo el acreditamiento del impuesto al valor agregado que se les haya trasladado en 
erogaciones por bienes y servicios que destinen a funciones o actividades que no forman 
parte del objeto del impuesto al valor agregado pues en ese supuesto tiene el carácter de 
consumidor final y no de sujeto obligado al pago del impuesto por lo cual deben aceptar la 
traslación respectiva. 
 

19. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 
VII-CASA-III-84 
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS MUNICIPALES OPERADORES DE AGUA 
POTABLE Y ALCANTARILLADO.- SUPUESTOS EN LOS CUALES RESULTA ILEGAL EL 
ACREDITAMIENTO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO REALIZADO POR AQUELLOS.- Al 
establecer el legislador en el artículo 3°, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado que los organismos descentralizados de los municipios solo podrán acreditar el 
impuesto al valor agregado en dos supuestos a saber: 1) El impuesto al valor agregado que 
haya sido trasladado en las erogaciones y 2) El impuesto al valor agregado pagado en la 
importación, siempre y cuando el impuesto al valor agregado acreditable se identifique 
con las actividades por las que estén obligadas al pago del impuesto establecido por la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado o les sea aplicable la tasa del 0%; además de que se 
cumplan los requisitos previstos en la Ley del Impuesto al Valor Agregado en el artículo 5° 
para efectos del acreditamiento; por tanto, si el proceder de la autoridad fiscal al rechazar 
a un organismo descentralizado municipal (Junta de Agua Potable), lo sustenta en 
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cuestiones ajenas o diversas a los dos supuestos comentados en que se les permite 
realizar el acreditamiento del impuesto al valor agregado; aunado a que, si la 
determinación de la autoridad para el rechazo tampoco tiene como soporte cuestiones 
referidas a que el impuesto al valor agregado acreditado no se identifique con las 
actividades por las que el solicitante no esté obligado al pago del impuesto al valor 
agregado o le sea aplicable la tasa del 0%, así como tampoco en el incumplimiento a 
alguno o algunos de los requisitos que para la procedencia del acreditamiento prevé la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado en su artículo 5°; entonces, procede considerar que la 
determinación en ese sentido de la autoridad es ilegal por contravenir lo dispuesto por el 
artículo 3°, segundo párrafo de la ley invocada. 
 

20. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 
VII-CASA-III-85 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. NO ES ACREDITABLE EL QUE LE FUE TRASLADADO AL 
CONTRIBUYENTE Y QUE SE CUBRIÓ MEDIANTE EL SUBSIDIO OTORGADO A SU FAVOR 
POR LA SAGARPA.- Uno de los requisitos formales que deben ineludiblemente cumplirse 
para que el impuesto al valor agregado que ha sido trasladado al contribuyente, sea 
acreditable para este, radica en que el mismo haya sido efectivamente pagado en el mes 
de que se trate, de conformidad con la fracción III, del artículo 5° de la ley del referido 
impuesto; sin embargo, de la interpretación del aludido numeral, se concluye que no 
puede considerarse que el impuesto trasladado tenga la característica de ser acreditable 
para un determinado contribuyente, cuando este realiza el pago de la contraprestación y 
el propio impuesto por medio de un subsidio, pues no puede tenerse como efectivamente 
pagado. Lo anterior es así, si consideramos, por una parte, que doctrinalmente los 
subsidios constituyen una atribución constitucional de la autoridad legislativa y 
excepcionalmente del Ejecutivo Federal en ejercicio de facultades reglamentarias, 
consistente en una ayuda de carácter predominantemente económico, que debe revestir 
las características de generalidad, temporalidad y no afectación a las finanzas públicas, con 
la finalidad de apoyar las actividades económicas que para la economía nacional sean de 
orden prioritario, así como que el estímulo a la organización de empresarios y 
consumidores, la racionalización de la producción y la creación de industrias de utilidad 
nacional, cuya vigilancia y evaluación de resultados debe realizar el Estado; por otra parte, 
que conforme a la fracción LIII del artículo 2° de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, por subsidios se entiende "...las asignaciones de recursos 
federales previstas en el Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y 
entidades, se otorgan a los diferentes sectores de la sociedad, a las entidades federativas 
o municipios para fomentar el desarrollo de actividades sociales o económicas prioritarias 
de interés general."; y finalmente que conforme al artículo 27 del Acuerdo por el que se 
dan a conocer las Reglas de Operación de los Programas de la Secretaría de Agricultura, 
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Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de 11 de febrero de 2013, el objetivo específico del componente Diésel Marino 
del Programa PROCAMPO productivo, "...es ampliar el margen de operación de los 
productores pesqueros y acuícolas mediante una cuota energética a precios de estímulo.", 
otorgando un monto de $2.00 por litro de Diésel Marino; pues derivado de lo anterior, es 
que se diga que no se puede considerar efectivamente pagado el impuesto al valor 
agregado que fue cubierto mediante recursos obtenidos del subsidio SAGARPA, pues lo 
cierto es que constituyen recursos federales, y en todo caso, fue el gobierno federal, a 
través de dicha dependencia, la que cubrió una parte del impuesto al valor agregado 
trasladado en las facturas relativas y por ende, esa parte, no puede ser solicitada en 
devolución por el hoy actor, pues de aceptar un criterio contrario, sería aceptar que los 
contribuyentes obtuvieran en efectivo parte del subsidio otorgado por el gobierno federal, 
lo cual no puede ser permitido, en virtud de que esa no es la finalidad del referido 
beneficio, el cual, como ya se dijo, es ampliar el margen de operación de los productores 
pesqueros y acuícolas mediante una cuota energética a precios de estímulo, y no, el que 
los particulares obtengan el numerario en efectivo para disponerlo como ellos consideren. 
 

21. CÓDIGO FISCAL DE LA  FEDERACIÓN. 
VII-CASA-III-86 
ARTÍCULO 36 DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN EL 
2012, QUE CONTEMPLABA LA OBLIGACIÓN DE ASENTAR EN NUEVOS LIBROS O EN LOS 
REGISTROS DE CONTABILIDAD DE QUE SE TRATE, LOS ASIENTOS RELATIVOS, CUANDO 
QUEDE INUTILIZADA, DESTRUÍDA, SE PIERDA O SE ROBE, LA CONTABILIDAD DE UNA 
PERSONA, NO ES ILEGAL, DADO QUE NO INCIDE EN UNA MATERIA SUJETA A RESERVA DE 
LEY, Y NO REBASA EL CONTEXTO LEGAL Y/O REGLAMENTARIO QUE RIGE SU EMISIÓN, 
POR LO QUE DEBE DE CUMPLIRSE TAL NUMERAL.- Del análisis realizado a dicho artículo 
reglamentario, se advierte que cuando se trate de destrucción o inutilización total, pérdida 
o robo de libros, registros o colecciones de hojas foliadas de la contabilidad de un 
contribuyente, este deberá asentar en los nuevos libros o en los registros de contabilidad 
de que se trate, los asientos relativos al ejercicio en el que sucedió la inutilización, 
destrucción, pérdida o robo, pudiéndose realizar por concentración, y que el asiento de los 
nuevos registros, no exime de las responsabilidades administrativas o penales que deriven 
de los actos u omisiones relacionados con la destrucción de la contabilidad. Por otra parte, 
el artículo 28, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, vigente también en el año 
2012, señalaba que las personas que de acuerdo con las disposiciones fiscales estén 
obligadas a llevar contabilidad, debían de llevar los sistemas y registros contables, que 
señale el reglamento del Código, los que deberán reunir los requisitos que establezca 
dicho ordenamiento. En consecuencia, el artículo 36 del Reglamento del Código Fiscal de 
la Federación, vigente en el año 2012, no es ilegal, ya que no incide en una materia sujeta 
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a reserva de ley, y no rebasó el contexto legal y/o reglamentario que rige su emisión, por 
lo que debe cumplirse tal numeral, ya que el propio artículo 28, fracción I del Código 
invocado, remite expresamente al Reglamento del Código Fiscal de la Federación, en 
cuanto a su observancia, pues debe de considerase que fue voluntad del legislador, 
establecer la facultad de que sea aplicado tal reglamento, emitido por el poder Ejecutivo, 
cuando se trate de contabilidad de los contribuyentes, en específico cuando se actualice 
alguno de los supuestos comentados. 
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